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RESUMEN Se presentan los resultados del proyecto «Derechos humanos en la Uni-
versidad de La Frontera: Un diagnóstico en los estudiantes de primer año», que inves-
tiga si los estudiantes que ingresan a primer año en la Universidad de La Frontera po-
seen conocimientos mínimos en materia de derechos humanos, en específico, aquéllos 
reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, y cuál es su 
apreciación acerca de afirmaciones que relacionan tópicos de derechos humanos con el 
ejercicio de ciertos derechos políticos. Se parte de la hipótesis de que los estudiantes que 
egresan de la educación media no cuentan con una formación ciudadana suficiente, par-
ticularmente en materia de derechos humanos. Se abordan los cambios en el currículum 
de formación ciudadana, para posteriormente analizar conceptos de formación cívica, 
específicamente en derechos humanos. Se analiza la alta abstención electoral a la que 
contribuye en parte la formación cívica insuficiente. Se presentan y analizan los resulta-
dos de la aplicación del instrumento de diagnóstico. Se trata de un estudio cuantitativo y 
descriptivo, de tipo transversal, cuya muestra fue seleccionada con 95 % de confianza. La 
recolección de datos se realizó mediante la creación de un instrumento, analizando los 
resultados mediante el software estadístico SPSS.

PALABRAS CLAVE Diagnóstico de percepción, derechos humanos, estudiantes de 
primer año de universidad, formación cívica, abstención electoral.

ABSTRACT The results of the research project «Human rights at the Universidad de La 
Frontera: A diagnosis in first year students» are presented, which investigates whether 
students entering the first year at the Universidad de La Frontera possess minimum 
knowledge in the field of human rights, specifically those recognized in 1948’s Universal 
Declaration of Human Rights and their appreciation of statements that relate topics 
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of human rights to the exercise of certain political rights. It is based on the hypothesis 
that students who graduate from secondary education do not have sufficient citizenship 
training, particularly in the area of human rights. It addresses the changes in the cur-
riculum of citizen training, and later, analyzes concepts of civic formation, specifically in 
human rights. It analyzes the high electoral abstention to which contributes in part the 
insufficient civic formation. The results of the application of the diagnostic instrument 
are presented and analyzed. It is a quantitative and descriptive study, of transversal type, 
whose sample was selected with 95 per cent confidence. Data collection was performed 
by the creation of an instrument, analyzing the results using SPSS statistical software.

KEYWORDS Perception diagnosis, human rights, first-year college students, citizen 
education, electoral abstention.

Be informed. Be vigilant! You can’t defend your rights if you don’t understand 
them, if you don’t know how you got them, and if you don’t know who wants to 
destroy them. Take nothing for granted, for if you do so, you will not take pains to 
protect your rights. —Faye Wattleton, «An open letter to my daughter». En Life on 
the line.

Introducción

Hace más de 240 años, Thomas Jefferson1 afirmó que todos los hombres son iguales 
y poseen derechos inalienables, y que para garantizarlos se instituyen gobiernos que 
derivan sus poderes legítimos del consentimiento de sus gobernados, señalando que 
aquello constituye una «verdad evidente». Hoy, aquellas premisas de respeto a la de-
mocracia y los derechos humanos siguen estando vigentes y son, por cierto, evidentes 
para todos… ¿O no?

La construcción de las democracias modernas y la historia de los derechos hu-
manos (véase Mitoma, 2014) es una cronología de grandes batallas —muchas veces 
peleadas en conjunto—2 y difíciles conquistas. Ambos conceptos se han fraguado en 
un mismo crisol. Más allá de las posturas respecto a cómo se han de entender las 
relaciones entre derechos humanos y democracia que señala Robert Alexy (2003: 38), 
lo cierto es que Derechos Humanos y democracia son conceptos que se encuentran 
íntimamente ligados.3

1. Declaración de Independencia de los Estados Unidos, disponible en http://bit.ly/2jPyw0D.
2. Un estudio acabado en Panizza (1995).
3. En su sitio web, Naciones Unidas señala al respecto que «los valores de libertad y respeto por los

derechos humanos y el principio de celebrar elecciones periódicas y genuinas mediante el sufragio uni-
versal son elementos esenciales de la democracia. A su vez, la democracia proporciona el medio natural 
para la protección y la realización efectiva de los derechos humanos». «Democracia», Naciones Unidas, 
disponible en http://bit.ly/2ygL4CS.

http://bit.ly/2jPyw0D
http://bit.ly/2ygL4CS
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Muñoz, Sánchez y Vásquez señalan citando a Catterberg que «la presencia de acti-
tudes positivas hacia la democracia y los derechos humanos, si bien no es una condi-
ción imprescindible para iniciar un sistema político democrático, su existencia es im-
portante para que este sistema se desarrolle y consolide» (Muñoz, Sánchez y Vásquez, 
2013: 99). Coincidimos con Erika González (2012) en que los principales agentes de 
socialización a dicho respecto son la familia, la escuela y los medios de comunicación 
de masas. Al respecto, en esta investigación nos centraremos en la educación, donde 
se considera que dichas actitudes positivas es necesario trabajarlas y alimentarlas de 
contenidos en el contexto escolar.

La presente investigación busca determinar si los estudiantes que ingresan a pri-
mer año en la Universidad de La Frontera poseen conocimientos mínimos en materia 
de derechos humanos, en específico, si conocen aquellos reconocidos en la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos de 1948 y cuál es su apreciación acerca de 
afirmaciones que relacionan tópicos de derechos humanos con el ejercicio de ciertos 
derechos políticos. Para la realización del estudio, se parte de la hipótesis de que los 
estudiantes que egresan de la educación media no cuentan con una formación ciuda-
dana suficiente, particularmente en materia de derechos humanos.

En la primera parte, se abordarán los cambios en el currículum de formación ciu-
dadana, para posteriormente, analizar conceptos de formación cívica, específicamen-
te en derechos humanos. En la tercera parte, se analizará la alta abstención electoral 
como consecuencia —al menos remota— a la que contribuye en parte la formación 
cívica insuficiente. En la última parte, se presentarán los resultados de la aplicación 
del instrumento de diagnóstico creado durante la realización de la investigación para 
diagnosticar los conocimientos sobre derechos humanos de los estudiantes de primer 
año de la Universidad de La Frontera.

Cambios en el currículum de formación ciudadana

Contreras y Navia (2013: 438) evidencian que las personas que presentan niveles edu-
cacionales más altos participan más, concluyendo que el nivel educacional incidiría 
positivamente en la participación democrática, de modo que es posible sostener que 
la entrega de herramientas de formación cívica debiera contribuir a mejorar la par-
ticipación democrática. Al respecto, Sergio Toro (2008) provee de valiosa evidencia 
mencionando algunos estudios relevantes que dan cuenta del impacto de la educa-
ción cívica sobre la participación, demostrando su efecto positivo. Por su parte, San-
tisteban y Pagés (2008: 355) también señalan que los estudiantes con más conoci-
mientos cívico-políticos están más abiertos a esta participación.

En Chile, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo señala que en la 
actualidad nuestro país «no dispone de una materia específica, en el nivel primario o 
secundario, en que los alumnos estudien específicamente los derechos y obligaciones 
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que tienen como ciudadanos» (PNUD, 2014: 180). Lo anterior, debido a que la asigna-
tura de educación cívica que contemplaba aquellos contenidos dejó de ser obligatoria 
en la década de los noventa, lo que dio comienzo a una reforma de los currículums 
educativos que buscaba ampliar el concepto de educación cívica. De manera que, en 
el currículo prerreforma, la educación cívica y la economía se consideraban como 
materias independientes para los estudiantes de tercero y cuarto medio, modalidad 
humanista-científica. Por otra parte, en el currículo postreforma, ellas se incluyen 
como contenidos abordados en distintos niveles dentro de los subsectores Compren-
sión del Medio Natural, Social y Cultural —primero a cuarto básico—, Estudio y 
Comprensión de la Sociedad —quinto a octavo básico— y del sector Historia y Cien-
cias Sociales —primero a cuarto medio—, además de incluir a la formación ciudada-
na como objetivo transversal. Así las cosas, el norte formativo se formuló, en términos 
de Cristian Cox, como «un conjunto de habilidades y actitudes relacionadas con la 
democracia y los derechos fundamentales» (Cox, 2011: 19), transitando desde un es-
quema en que la educación cívica se concentraba en una asignatura en la educación 
media centrada en conocimientos sobre la estructura y funcionamiento del sistema 
de gobierno, a una formación ciudadana que además, incluyera «habilidades, valores 
y actitudes fundamentales para la vida en democracia». El nuevo currículo, como 
prosigue Cox, plantea contenidos y habilidades de formación ciudadana a lo largo de 
toda la secuencia escolar y no limitada al área de la Historia y Ciencias Sociales, sino 
también a Lengua Castellana y Comunicación, Orientación, Filosofía y en los objeti-
vos fundamentales transversales.4 Al respecto, como señala Gonzalo Fonseca en una 
edición anterior de esta misma revista, «queda la sensación que el marco curricular 
de la Educación Media chilena constituye un documento amplio, general y un tanto 
ambicioso, en donde la transversalidad de ciertos objetivos hace asumir la responsa-
bilidad de todos y nadie al mismo tiempo» (Fonseca, 2015: 67).

Respecto del grado de conocimiento efectivo que presentan los estudiantes chi-
lenos en educación cívica y formación ciudadana, el Primer Informe Nacional de 
Resultados del ICCS (2010) reveló que los estudiantes chilenos de octavo básico se 
encuentran bajo el promedio los estudiantes de los países participantes, pero sobre 
los países latinoamericanos. Además, «los que más han aprendido son, en general, los 

4. En términos del PNUD: «Desde entonces, la educación cívica no se relaciona exclusivamente con
asignaturas específicas en un nivel de enseñanza, sino que, desde primero básico a cuarto medio, aparece 
ligada al cumplimiento de objetivos relacionados con derechos, deberes y competencias ciudadanas, 
pertenecientes a diversas asignaturas, dentro de cuyos contenidos se incorporaron temáticas sobre for-
mación cívica, tales como, Lenguaje y Comunicación, Orientación, Filosofía e Historia. Se incorporaron 
diversos contenidos de formación cívica a los objetivos fundamentales transversales que hacen referen-
cia a las finalidades generales de la educación, esto es, «a los conocimientos, habilidades, actitudes, va-
lores y comportamientos que se espera que los estudiantes desarrollen en el plano personal, intelectual, 
moral y social»» (PNUD, 2014: 180).
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que viven y estudian en condiciones socioeconómicas más aventajadas, es decir, esta 
forma de conocimiento también es entregada de manera poco equitativa a los estu-
diantes en nuestro país» (IEA, 2009: 36). Relacionando las conclusiones de Contreras 
y Navia con las de este informe, se aprecia que quienes se encuentran en condiciones 
socioeconómicas más aventajadas aprenden más y, al mismo tiempo, participan más. 
No se puede señalar que una de las variables sea dependiente de la otra, o una de las 
situaciones consecuencia directa de la otra, pero sí parece necesario considerar estos 
efectos para el presente estudio.

De otra parte, un reciente estudio del 2016, titulado «Formación ciudadana en el 
sistema escolar chileno: Una mirada a las prácticas actuales y recomendaciones de 
mejora» de la Agencia de Calidad de la Educación (2016: 7-26) concluye que existe 
poco conocimiento acerca del modo en que las escuelas están incorporando este ám-
bito formativo en sus aulas; en tanto, el trabajo de formación ciudadana se concentra 
fuertemente en la asignatura de Historia, Geografía y Ciencias Sociales —sobre cuyos 
profesores recae principalmente esta responsabilidad—, con alta variabilidad en el 
grado de profundidad, grandes diferencias entre las escuelas respecto a los conte-
nidos trabajados y una pobre preparación del profesorado en formación ciudada-
na. Como señalan Muñoz, Sánchez y Vásquez (2013), existe una distancia entre el 
currículum formulado y el implementado por los profesores en las salas de clases. 
En otro estudio, formulado por Reyes y otros (2013), referido a cómo comprenden 
los profesores la formación ciudadana desde su ejercicio profesional y cómo la tra-
bajan en sus clases, concluyen, entre otras cosas, que al momento de planificar sus 
clases, los docentes se basan más en su experiencia de ejercicio ciudadano antes que 
en la formación académica recibida en la universidad (Reyes y otros, 2013: 234). De 
esta manera, siendo heterogéneas las experiencias, es factible que también lo sean 
los resultados. Así las cosas, parece ser que aún estamos muy distantes de estadios 
de mayor desarrollo o sofisticación como «la educación para la ciudadanía global o 
educación para el desarrollo» que ya preocupa a gobiernos e investigadores en otras 
latitudes (véase Boni y otros, 2012).

Respecto de la normativa que rige estos currículums en nuestro país, la Ley 20.911, 
que «Crea un plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales 
reconocidos por el Estado», publicada en el Diario Oficial en abril de 2016 y presen-
tada por mensaje en marzo de 2015, señala entre sus fundamentos5 que «la educación 
cívica juega un rol clave en el fortalecimiento de las democracias». Del mismo modo, 
y citando los fundamentos del Primer Informe Nacional de Resultados, «la evidencia 
es clara en mostrar que nuestro país tiene un trecho importante por avanzar en la 
calidad de su formación ciudadana». Hay señales interesantes en este mensaje: por 

5. Más información sobre la historia de esta ley en la Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, dis-
ponible en http://bit.ly/2yh3Slp.

http://bit.ly/2yh3Slp
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una parte, se reconoce la necesidad de hacer cambios, al parecer motivados por la 
obtención de resultados que pudieren haber sido considerados subóptimos por el 
gobierno que presenta la iniciativa, y por otro, una coherencia discursiva en cuanto a 
que los desafíos que ha asumido el Estado en materia de educación han ido primero 
enfocados en la cobertura,6 para posteriormente asumir los desafíos respecto de la 
calidad.7 Respecto de esta última, sólo mencionar que para Blanco Guijarro la edu-
cación de calidad para todos debe comenzar en la primera infancia y las cualidades 
que esta educación debe reunir, para ser efectivamente de calidad, son: relevancia, 
pertinencia, equidad, eficacia y eficiencia, además de ser inclusiva.

Pero a su vez, el derecho a la educación requiere hacer efectivos otros derechos 
como el de la salud, la nutrición, o el derecho de los niños a no trabajar. La indivisi-
bilidad e interdependencia de los derechos exige el desarrollo de políticas «intersec-
toriales» y mecanismos de coordinación interinstitucional que permitan el ejercicio 
integral de todos los derechos humanos (Blanco, 2008: 33).

Así, no se puede entender la calidad sin considerar los tópicos que se relevan en 
esta investigación.

Como señalan las investigadoras de las Universidades de Navarra y Oxford, Ugar-
te, Repáraz y Naval, «la escasa participación política es un problema social de origen 
educativo. En este sentido, familia y escuela proporcionan los conocimientos, actitu-
des y habilidades necesarias para participar en sociedad» (Ugarte, Repáraz y Naval, 
2013: 224). Consideramos que esta reflexión es totalmente extrapolable a nuestra rea-
lidad. Así, desde el contexto educativo, la responsabilidad en la formación ciudadana 
se ha de encontrar presente en todas las etapas de la educación, esto es, desde la 
preescolar a la educación superior.

Sin perjuicio de esto último, y siendo un hecho irrefutable que no todos los estu-
diantes que egresan de la educación secundaria llegan a la educación universitaria o 
técnica profesional, es que se torna necesario que se alcancen estándares mínimos 
en la educación obligatoria respecto de aquella formación ciudadana que contemple 
el respeto —y para ello el conocimiento— acerca de los derechos humanos y de la 
democracia.

Educación en derechos humanos, una deuda pendiente

Como señala Pedro Leiva, «la construcción de una sociedad caracterizada por una 
convivencia democrática se encuentra indiscutiblemente ligada al fomento del res-

6. Sobre la expansión y acceso a la educación superior, véase Leihy y Salazar (2017).
7. En una arquitectura que, como señalan Oliva y Gascón (2016: 313), hace símil la calidad de la edu-

cación con la estandarización fundada en la medición.
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peto de los derechos humanos y la educación para la paz mundial» (Leiva, 1999: 94). 
Si buscásemos una definición de los objetivos generales de la educación en derechos 
humanos, probablemente se acercaría a la referida por la ministra de Educación de 
España en la Comisión de Educación y Ciencia del Congreso de los Diputados, ce-
lebrada en septiembre de 2006 y referida por Rafael Valencia: «Con la asignatura 
de Educación para la Ciudadanía y los Derechos Humanos queremos que nuestros 
alumnos adquieran los conocimientos necesarios para reflexionar y actuar como ciu-
dadanos responsables en el ámbito público» (Valencia, 2010: 75). En dicho sentido, 
es fundamental el analizar la educación en derechos humanos, dados sus impactos 
positivos en los estudiantes cuanto ciudadanos en formación. Entre estos impactos se 
encuentran, de acuerdo a Amnistía Internacional, el «abordar las causas subyacentes 
a las violaciones de derechos humanos, prevenir los abusos contra esos derechos, 
luchar contra la discriminación, promover la igualdad y aumentar la participación 
de las personas en los procesos democráticos de toma de decisiones».8 Para el logro 
de aquéllo se requiere que los ciudadanos se encuentren debidamente informados, 
cuenten con los conocimientos, valores que les permitan desarrollar la conciencia de 
la responsabilidad común que se tiene para con los demás y para consigo respecto a 
la defensa de los derechos humanos.

La educación en materia de derechos humanos no sólo constituye una parte in-
tegral del derecho a la educación, sino que ha ido obteniendo cada vez mayor reco-
nocimiento como derecho humano en sí mismo (véase Blengio, 2013; Richard, 2005; 
Emmert, 2011). Ello se ve reforzado al reconocerse el deber del Estado de velar por la 
garantía del derecho a la educación como derecho fundamental (PNUD, 2014: 171).9

De acuerdo al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, se considera a la 
educación un indicador clave del desarrollo, tanto de los países como de las personas 
que habitan en él, afirmando este organismo que «la educación es un factor funda-
mental de las competencias que permiten a los individuos insertarse en el mundo la-
boral y la sociedad de forma exitosa» (PNUD, 2014: 171). A ello se suma que «en Chile 
la educación tradicionalmente se ha reconocido como un instrumento de movilidad 
social y un camino para la superación de la pobreza y la desigualdad» (PNUD, 2014: 
171). En ese orden de cosas, Nicolás Espejo puntualiza que «el derecho a la educación 
se erige como el derecho movilizador por excelencia de las políticas orientadas hacia 

8. «Educación en derechos humanos», Amnistía Internacional, disponible en http://bit.ly/2AuGhnd.
9. Sobre el derecho a la educación superior, una discusión interesante es la que plantea el profesor de

la UCL Tristan McCowan: respecto a la pregunta de si existe un derecho universal a la educación supe-
rior: i) la educación superior es un derecho de todas las personas, pero sólo como una de las diversas 
experiencias educativas disponibles para los adultos; ii) los procedimientos de acceso no discriminato-
rios son importantes, pero no adecuados en sí mismos; deben estar disponibles para todos aquéllos que 
deseen estudiar y con un nivel mínimo de preparación (McCowan, 2012).

http://bit.ly/2AuGhnd
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la cohesión social, la igualdad y la libertad» (Espejo, 2014: 22). Ello permite cole-
gir que garantizar el derecho a la educación propende a fortalecer la democracia, ya 
que, al conocer sus derechos, los ciudadanos tienen mayor probabilidad de ejercerlos 
eficazmente. Por lo tanto, no da lo mismo consagrar el derecho a la educación que 
simplemente garantizar su acceso. Al respecto, se requiere un rol activo de parte del 
Estado, donde, como señalan Eric Palma y Antonia Santos, «la pobreza no puede ser 
una excusa para la inacción» (Palma y Santos, 2015: 252).

En materia internacional, la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), 
en su artículo 26.2, luego de señalar que «toda persona tiene derecho a la educación», 
establece que

la educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales. 
Promoverá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y to-
dos los grupos raciales o religiosos).10

De esta forma, transcurridas las acciones relativas a asegurar garantías mínimas, 
como el acceso universal, la obligatoriedad y la gratuidad, y dado el carácter de pro-
gresivos de los derechos humanos a partir de 1968, la Organización de Naciones Uni-
das ha celebrado conferencias gubernamentales mundiales, dedicadas a evaluar el 
progreso de los derechos consagrados en la Declaración. Así, en la Conferencia de 
1993 realizada en Viena, 171 países, incluido Chile, aprobaron la Declaración y el Pro-
grama de Acción de Viena, que contiene una planificación para fortalecer la aplica-
ción de los derechos humanos, destacándose en su texto la relación entre democracia, 
desarrollo y promoción de estos derechos. En el parágrafo 33, sección i de esta decla-
ración, se consagra que

los derechos a la educación, la capacitación y la información pública en materia 
de derechos humanos son indispensables para establecer y promover relaciones es-
tables y armoniosas entre las comunidades, así como para fomentar y consolidar la 
comprensión mutua, la tolerancia y la paz.

Además, se instó a los Estados para que incluyeran la temática de los «derechos 
humanos, derecho humanitario, democracia y Estado de derecho, como materias de 
los programas de estudio de toda institución educativa».11 A partir de esta Declara-
ción y de acuerdo a la sugerencia de la Conferencia Mundial, la Asamblea General de 

10. «Declaración Universal de los Derechos Humanos», Naciones Unidas, disponible en http://bit.
ly/2AwBaDa.

11. «Decenio de las Naciones Unidas para la educación en la esfera de los derechos humanos», Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, disponible en http://bit.
ly/2ygK55o.

http://bit.ly/2AwBaDa
http://bit.ly/2AwBaDa
http://bit.ly/2ygK55o
http://bit.ly/2ygK55o
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las Naciones Unidas, en la resolución 49/184 del 23 de diciembre de 1994, anunció el 
establecimiento del «Decenio de las Naciones Unidas para la educación en la esfera 
de los derechos humanos» por el período de diez años contados a partir del 1 de enero 
de 1995, a partir del cual las acciones de la Organización de Naciones Unidas han ido 
en directa relación con establecer la educación en derechos humanos en la educación 
mundial, por cuanto el 10 de diciembre de 2004, la Asamblea General proclamó por 
la resolución 59/113, el Programa Mundial para la Educación en Derechos Humanos, 
cuyo objetivo consiste en promover la aplicación de programas, en todos los sectores, 
sumando que el 23 de marzo de 2011, el Consejo de Derechos Humanos, aprobó la 
«Declaración de las Naciones Unidas sobre educación y formación en materia de 
derechos humanos».12

Chile, como Estado miembro de Naciones Unidas, debe guiarse por estas decla-
raciones y conferencias que profundizan los derechos consagrados en la Declaración 
Universal y en las normas fundamentales de los Estados, de modo que aquéllas sirven 
como pautas respecto del contenido e implementación de políticas públicas, planes 
y programas en materia educativa, los que debiesen adecuar sus contenidos a estas 
pautas que establecen la educación en derechos humanos como una materia funda-
mental, respaldados por la legislación nacional y los instrumentos internacionales 
emanados desde Naciones Unidas, instituyendo como una prioridad la educación en 
materia de derechos humanos. En este sentido, de acuerdo al Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo, todos estos compromisos internacionales a través de los 
años han llevado a Chile a reconocer el derecho a la educación, incluso a nivel cons-
titucional, jugando el Estado un rol preponderante en su garantía y teniendo como 
principal preocupación el acceso a la enseñanza, de modo que los estándares exigidos 
internacionalmente, suponen que el Estado debe garantizar:

La educación primaria universal y la educación secundaria generalizada, indepen-
dientemente de las capacidades y aptitudes de los alumnos. Se entiende que una 
educación primaria y secundaria de calidad son las llaves que permiten al estudiante 
que lo desee avanzar a niveles superiores de educación (PNUD, 2014: 172).

En el contexto nacional, los tratados y acuerdos internacionales ratificados por 
nuestro país, y que se han generado en torno al derecho a la educación como derecho 
humano consagrado en el artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, tales como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales en su artículo 13, la Convención de los Derechos del Niño en sus artículos 28 
y 29 y la Convención sobre Lucha Contra las Discriminaciones en las Esferas de la 
Enseñanza en sus artículos 4 y 5, generan obligaciones expresas para los Estados parte 

12. «Decenio de las Naciones Unidas para la educación en la esfera de los derechos humanos», Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.
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en materia de educación, lo que es particularmente importante en el contexto chile-
no, en tanto que, de acuerdo con lo establecido por el artículo 5 de la Constitución 
Política de la República de 1980, los tratados internacionales ratificados por Chile 
forman parte integrante de la legislación chilena, y si bien se discute la jerarquía con 
la que ingresan,13 es indiscutible su incorporación al ordenamiento jurídico chileno. 
Así, en Chile, en materia de educación, la Constitución Política de la República, nor-
ma fundamental de nuestra institucionalidad, consagra en el capítulo 3, bajo el acá-
pite «De los derechos y deberes constitucionales», su artículo 19, que señala que: «La 
Constitución asegura a todas las personas: 10) el derecho a la educación», agregando 
que «la educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas 
etapas de su vida».

Para el profesor Nogueira (2008; véase también Latapí, 2009): 

La educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana 
y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos 
y las libertades fundamentales; debe capacitar a todas las personas para participar 
efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religio-
sos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de 
la paz. Asimismo, la educación debe favorecer la igualdad entre los sexos y el respeto 
del medio ambiente (Nogueira, 2008: 221).

Por su parte, esta normativa constitucional determina el contenido de una Ley 
Orgánica Constitucional, la Ley 20.370 que Establece la Ley General de Educación, 
publicada en el Diario Oficial en septiembre de 2009, en la cual se contienen los prin-
cipios y directrices en materia de educación, y que define a la educación en el artículo 
2 señalando:

La educación es el proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas 
etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo 
espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión 
y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. Se enmarca en el respeto y valo-
ración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad 
multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas 
para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma respon-

13. Respecto de los tratados internacionales relativos a los derechos fundamentales, si bien existe certe-
za en el ordenamiento jurídico chileno de que constituyen una limitación al ejercicio de la soberanía, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 5 inciso 2 de la Constitución Política de la República, es un tema 
debatido cuál es su jerarquía. Al respecto, en la doctrina constitucional se plantean las siguientes posicio-
nes doctrinarias: a) jerarquía supraconstitucional; b) jerarquía supralegal pero infraconstitucional (este 
es el criterio aplicado por el Tribunal Constitucional Chileno desde el año 2002 en algunas sentencias); 
c) jerarquía constitucional y d) rango legal de los tratados internacionales.
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sable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y 
contribuir al desarrollo del país.

A partir de esto, el artículo 5 señala que

corresponderá al Estado, asimismo, fomentar la probidad, el desarrollo de la edu-
cación en todos los niveles y modalidades y promover el estudio y conocimiento de 
los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; fomentar una cultura 
de la paz y de la no discriminación arbitraria; estimular la investigación científica, 
tecnológica y la innovación, la creación artística, la práctica del deporte, la protec-
ción y conservación del patrimonio cultural y medio ambiental, y la diversidad cul-
tural de la nación.

Por último, el artículo 30 se refiere a que «la educación media tendrá como objeti-
vos generales, sin que esto implique que cada objetivo sea necesariamente una asigna-
tura, que los educandos desarrollen los conocimientos, habilidades y actitudes que les 
permitan», agregando en el número 1, «en el ámbito personal y social», continuando 
señalando en la letra d),

conocer y apreciar los fundamentos de la vida democrática y sus instituciones, los 
derechos humanos y valorar la participación ciudadana activa, solidaria y responsa-
ble, con conciencia de sus deberes y derechos, y respeto por la diversidad de ideas, 
formas de vida e intereses.

De esta manera, los estudiantes, al terminar la educación media, debieran ser ca-
paces de cumplir con lo establecido en esta norma conociendo los principales funda-
mentos e instituciones de la democracia, comprender en qué consisten los derechos 
humanos en un Estado democrático y relacionarse con la participación ciudadana 
y sus elementos. Todo ello considerando, además, que la gran mayoría de los estu-
diantes que ingresan a la universidad son ciudadanos con derecho a voto y, por esto, 
participantes activos del sistema electoral y de la vida democrática, de acuerdo a Ley 
20.568,14 que Regula la Inscripción Automática, Modifica el Servicio Electoral y Mo-
derniza el Sistema de Votaciones, publicada en el Diario Oficial en enero de 2012, 
debieran tener los conocimientos mínimos para poder involucrarse en la vida po-
lítica como ciudadanos, lo que se intentó medir durante el desarrollo de la presente 
investigación.

14. Desde el 31 de enero de 2012 comenzó a regir la Ley 20.568, que regula la inscripción automática y
el voto voluntario, con lo cual quedan inscritas automáticamente en el registro electoral todas las perso-
nas que cumplan los requisitos para votar.
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«Ni ahí» con las elecciones: Alta abstención electoral de los jóvenes, 
consecuencia mediata de las carencias en la formación cívica

No se sugiere, por cierto, que la participación política se agote en las elecciones. Al 
respecto y para el caso chileno, la investigadora Salomé Morales (2015) concluye que 
pese a los altos niveles de abstención electoral, los jóvenes chilenos están interesados 
en la política y «participan en la misma de muy diversas formas».15 Sin perjuicio, se 
coincide con Dieter Nohlen (2004) en que la participación electoral es la más im-
portante por ser la más democrática e igualitaria, el más central de los canales de 
vinculación del electorado y de sus preferencias políticas con el poder y, finalmente, 
porque a través de ella toda la sociedad se vincula o está afectada de forma vinculante 
por el resultado: la legislación y el desarrollo económico y social como producto de 
las políticas llevadas a cabo por los gobernantes.

Desde el retorno a la democracia, la participación electoral16 ha tenido una ten-
dencia al decrecimiento. Considerando las elecciones presidenciales, la participación 
electoral se ha comportado de la siguiente manera: 94,7 % en 1989; 90,5 % en 1993; 
90,6 % en 1999; 90,6 % en 2000; 83,9 % en 2005; 87,1 % 2006; 86,9 % 2010; 42 % 2013. 
Respecto a los resultados de la última elección presidencial —en la cual se estrenó el 
sistema de inscripción automática y voto voluntario—,17 cabe destacar que el 58 % del 
padrón electoral se abstuvo de participar.18 Al respecto, el Instituto Internacional para 
la Democracia y la Asistencia Electoral (IDEA) sostiene que Chile sería el país que 
presenta la mayor abstención electoral a nivel global.19

Las causas del abstencionismo electoral pueden ser múltiples20 y afectan no solo 
a los jóvenes. No obstante, parece ser en aquel segmento etario donde el impacto es 
más notorio, indicando Parker que

en general, existe una percepción juvenil, en todos los estratos, de que la actividad 
política y los partidos constituyen una realidad diferenciada que está aparte y alejada 
de la vida cotidiana, los intereses y las preocupaciones de la mayoría de la gente y en 
especial de los jóvenes (Parker, 2003: 15; véase también Haime, 2017).

No obstante lo anterior, es necesario explicitar que el impacto de la abstención 

15. Respecto del impacto que tienen las redes multidireccionales, como lo son las redes sociales, en la
participación electoral, véase Navia y Ulriksen (2017).

16. Respecto a la participación, véase Morales (2016a: 57-126).
17. Ley 20.568 de 2012.
18. Datos obtenidos del Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral (IDEA), 

disponible en http://bit.ly/2ygTLx0.
19. «Infobae: Chile es el país con mayor abstención electoral del mundo», La Tercera, 16 de mayo de

2015, disponible en http://bit.ly/2ygB9Nm.
20. Un estudio interesante es el que plantea Vilajosana (2009).

http://bit.ly/2ygTLx0
http://bit.ly/2ygB9Nm
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no afecta de manera similar a todos los estratos socioeconómicos, en tanto el mismo 
Parker (2003: 9) señalaba en un estudio del año 2003 que existía una mayor canti-
dad de inscritos en el nivel socioeconómico alto que en el medio y bajo (39 % contra 
30,4 % en el nivel medio y 31,3 % en el nivel socioeconómico bajo). Al respecto, Con-
treras y Navia más recientemente refrendan esa tendencia indicando que

respecto a las elecciones de 2009, en Maipú, la comuna más poblada del país, sólo 
el 30,3 % de la población en edad de votar estaba inscrita. En Vitacura, la comuna 
con más altos ingresos, la tasa de inscripción alcanzaba al 97,3 % de la población en 
edad de votar. En 2010 la tasa de inscripción en comunas de altos ingresos como 
Providencia y Las Condes era de 97,1 y 69,9 %, respectivamente, mientras que en la 
populosa comuna de clase media baja de Puente Alto alcanzaba a 29 % (Contreras y 
Navia, 2013: 420).

A esto debe agregarse que en el nuevo sistema de inscripción automática y voto 
voluntario, nada indica que estas cifras vayan a revertirse.

Tomás Chuaqui (2007: 183: 204) señala como elementos que pudieran incidir en el 
aumento de la participación electoral el mejorar la educación cívica, transparentar las 
decisiones y la información política, regular las encuestas de opinión pública, aumentar 
la «calidad» del debate público e incrementar la competitividad de las elecciones. Así, la 
presente investigación se enfocará sobre el primero de estos elementos, sin desconocer 
la importancia de los demás, así como las vinculaciones existentes entre todos ellos.

La investigación

El presente estudio se llevó a cabo utilizando una metodología cuantitativa, descrip-
tiva, de tipo transversal; la muestra que se utilizó para realizarla fue seleccionada con 
95 % de confianza. Para recolectar los datos, se creó un instrumento consistente en 
una encuesta que fue aplicada a los estudiantes que ingresaron a primer año en el año 
académico 2015 en la Universidad de La Frontera, cuyos resultados obtenidos fueron 
analizados a través del software estadístico SPSS.

Como se ha señalado, el objetivo de la investigación ha consistido en realizar un 
diagnóstico en los estudiantes de primer año de la Universidad de La Frontera, con el 
fin de identificar si poseen conocimientos mínimos en materia de derechos humanos, 
en específico, si conocen aquellos derechos humanos reconocidos en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948, catálogo de derechos que parecieran ser 
menos discutibles —o si se quiere, más «evidentes»—, y su apreciación acerca de 
afirmaciones que relacionan tópicos de derechos humanos con el ejercicio de los de-
rechos políticos.

Al iniciar el trabajo, la percepción consistió en que al eliminarse la asignatura de 
Educación Cívica para la educación media, los estudiantes que egresan de este nivel 
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de enseñanza no han adquirido de manera suficiente los conocimientos mínimos que 
plantea el objetivo general en esta materia. Por conocimientos mínimos, se hace refe-
rencia a la identificación de los derechos humanos reconocidos en la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos de 1948, así como la apreciación acerca de afirmaciones 
que relacionan tópicos de derechos humanos con el ejercicio de derechos políticos que 
requieren precisamente la comprensión de los conceptos mínimos referidos.

De esta manera, la hipótesis de trabajo consistió en que los estudiantes de primer 
año poseen escasos conocimientos sobre los derechos humanos. Lo anterior, puesto 
que las asignaturas de Consejo de Curso y Orientación e Historia, Heografía y Cien-
cias sociales, que son aquéllas más cercanas a estas temáticas —esto es, donde ellas 
deberían revisarse—, no tienen este objetivo como norte, por lo que en la práctica 
muchas veces se privilegia el logro de otros objetivos y resultados de aprendizaje, 
igualmente importantes, centrándose en los contenidos específicos de cada asigna-
tura, sin aportar a los objetivos transversales que deben lograrse en general, donde 
se encuentran la educación y el conocimiento en derechos humanos. Por su parte, 
existe la misma percepción respecto a la educación universitaria, esto es, que centra 
su labor en los contenidos específicos de cada carrera, sin otorgarles una trascenden-
cia o enfoque de derechos humanos, además de realizar nivelación a los estudiantes 
en otras materias, mayormente relacionadas con las carreras que se imparten, y no en 
materias de derechos humanos.

Al desconocerse la veracidad de estas observaciones y la real situación de la edu-
cación en derechos humanos en los conocimientos de los estudiantes de primer año, 
es que no ha sido posible afrontar la temática mediante propuestas y acciones re-
mediales. Todo esto, cumpliendo con la labor que debiese realizar una universidad 
pública, en orden a formar profesionales y ciudadanos que sepan desenvolverse en 
una sociedad democrática. Tal como lo señala el documento «Política de formación 
profesional y aseguramiento de la calidad», elaborado por la Dirección Académica de 
Pregrado (hoy Vicerrectoría) y la Dirección de Análisis y Desarrollo Institucional de 
la Universidad de La Frontera, la estructura del currículo debe «garantizar el desarro-
llo de competencias genéricas y la formación integral de los estudiantes», formación 
integral que, sin duda, debiese incluir la temática de los derechos humanos.

Así, la presente investigación tuvo como objetivo general analizar el conocimien-
to de los estudiantes de primer año de la Universidad de La Frontera respecto a la 
temática de los derechos humanos, de lo cual se derivaron tres objetivos específicos: 
a) identificar los elementos que entrega la Universidad de La Frontera en torno al
desarrollo de la temática de los derechos humanos; b) creación de un instrumento
que permitiera diagnosticar, en esta materia, el conocimiento y la percepción que
poseen los estudiantes de primer año de la Universidad de La Frontera; y c) proponer
acciones remediales que debiera realizar la universidad para abordar los déficits que
se identifiquen.
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Presentación de resultados

En cuanto a la caracterización de los estudiantes que ingresaron el año académico 
2015 a primer año en la universidad, el anuario estadístico de la Universidad de La 
Frontera21 señala que el año 2015 ingresaron 2.209 estudiantes, de los cuales el 55 % 
son de sexo masculino y 45 % de sexo femenino. En cuanto al régimen educacional 
de proveniencia, el 30 % provenía de un establecimiento municipal, 62 % de un co-
legio particular subvencionado y 5 % de un colegio particular pagado. El 80 % son 
provenientes de la región de La Araucanía. Respecto al quintil socioeconómico al que 
pertenecían, el 24 % pertenecía al primer quintil, el 23 % al segundo quintil, el 18 % al 
tercer quintil, el 14 % al cuarto quintil y solo el 5 % al quinto quintil. Finalmente, del 
total de estudiantes, el 22 % declara tener ascendencia mapuche.

El instrumento aplicado fue contestado por 327 estudiantes de primer año, cuyas 
edades fluctuaban entre los 18 y 35 años, obteniéndose una media de 19,6 años res-
pecto de los estudiantes encuestados, donde el 58 % corresponde a hombres y 42 % a 
mujeres, cifra cercana a la caracterización realizada por la Dirección de Análisis para 
ese año académico, tal como se muestra en la figura 1.

El instrumento se aplicó en las seis facultades de la universidad,22 donde el por-
centaje de encuestados se condice con el número de estudiantes que pertenecen a 
cada una de ellas, con un mayor número en la Facultad de Ingeniería y Ciencias y el 
número menor en la Facultad de Odontología, la más grande y pequeña en cuanto al 
número de estudiantes respectivamente, tal como se muestra en la figura 2.

Tomando en cuenta que la región de La Araucanía presentó la proporción más 
alta de personas pertenecientes al pueblo mapuche,23 se consideró pertinente incluir la 
pregunta: «¿Te reconoces perteneciente a un pueblo originario?». El 22,7% de los estu-
diantes respondió de manera afirmativa, lo que coincide con la caracterización que la 
universidad realizó para el año académico 2015, tal como se muestra en las figura 3 y 4.

En la pregunta 8 se consultó a los estudiantes su apreciación en cuanto al nivel de 
conocimiento respecto de derechos humanos establecidos en la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos de 1948, derechos que parecieran ser más «evidentes» para 
los estudiantes que recién inician su vida universitaria. Las opciones que tenían los 
estudiantes para contestar correspondían a «muy bueno», «bueno», «regular», «poco» 
y «muy poco». Los resultados se presentan en la tabla 1.

21. Universidad de La Frontera, Dirección de Análisis Institucional, Anuario 2015, disponible en http://
bit.ly/2AtFXVL.

22. Medicina, Odontología; Ingeniería y Ciencias; Educación, Ciencias Sociales y Humanidades; Cien-
cias Agropecuarias y Forestales, y Ciencias Jurídicas y Empresariales.

23. De acuerdo a la encuesta de caracterización socioeconómica nacional (Casen) del año 2013, un
número de 1.565.915 personas se consideran indígenas, de los cuales 309.952 viven en la región de La
Araucanía.

http://bit.ly/2AtFXVL
http://bit.ly/2AtFXVL
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Como apreciación general, si bien existen particularidades respecto al conoci-
miento de los derechos en específico, los cuales se analizan más adelante, la gran 
mayoría de los estudiantes califica su nivel de conocimiento respecto de los derechos 
consultados entre las categorías intermedias «bueno», «regular» y «poco».

En los extremos, el porcentaje de estudiantes que califican su nivel de conocimien-
to como «muy poco» es minoritario. Sólo sobrepasan escasamente los dos dígitos en 
relación a los derechos de «protección de la ley ante injerencias o ataques arbitrarios 
a la vida privada, honra y reputación», con el 13 %; «presunción de inocencia y re-
curso efectivo ante los tribunales nacionales», con el 15 %; «ser oído públicamente 
con justicia por tribunales independientes e imparciales», con el 11 %, y «derecho de 
propiedad», con el 10 %.

En el otro extremo, el porcentaje de quienes califican su nivel de conocimiento 
como «muy bueno», también por regla general es minoritario, con excepciones como 
la «prohibición de la esclavitud, servidumbre y trata de esclavos y prohibición de 
torturas, tratos crueles inhumanos y degradantes», con el 19 %; «derecho a la nacio-
nalidad», con el 23 %; «derecho a casarse y formar familia», con el 22 %, y «libertad de 
pensamiento, conciencia y religión y libertad de opinión y expresión», con el 26 %.

23+77
Figura 3. ¿Te reconoces perteneciente a un pueblo 

originario? 

Sí 23%

No 77% 78+3+1+18
Figura 4. ¿Te reconoces perteneciente a un pueblo 

originario? ¿Cuál?

No indicado 18%

Indígena 3%
Huilliche 1%

Mapuche 78%

42+58
Figura 1. Identificación de la muestra.  
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Figura 2. Porcentaje de encuestados según 
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Para analizar la percepción del nivel de conocimiento de los derechos, fueron 
agrupados considerando el «nivel de conocimiento positivo», relacionándolo con el 
«nivel de desconocimiento» de ellos. Para estos efectos se consideraron los siguientes 
niveles de conocimiento:

• Nivel de conocimiento positivo: Corresponde al porcentaje superior al 50 %
obtenido de la sumatoria de los porcentajes de dos niveles contiguos de cono-
cimiento considerado suficiente: alto («bueno» y «muy bueno»), medio («regu-
lar» y «bueno») y bajo («poco» y «regular»).

• Nivel de desconocimiento: Considera la sumatoria de los porcentajes obteni-
dos en los niveles «poco» y «muy poco». Estos últimos se considerarán muy
alto cuando el porcentaje de desconocimiento obtenido sea igual o superior al
30 %; alto, cuando el porcentaje de desconocimiento obtenido sea igual o supe-
rior a 20 % e inferior a 30 %; medio, cuando el porcentaje de desconocimiento

Tabla 1. Nivel de conocimiento sobre derechos humanos

Muy bueno Bueno Regular Poco Muy poco

Derecho a la vida, libertad, seguridad e igualdad en dignidad 
y derechos

11% 39% 33% 15% 2%

Prohibición de la esclavitud, servidumbre y trata de esclavos; 
prohibición de torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes

19% 39% 27% 14% 2%

Igualdad ante la ley, protección de la ley y prohibición de la 
discriminación

14% 37% 35% 12% 2%

Prohibición de detención, apresamiento y destierro arbitrario 6% 23% 36% 25% 9%

Derecho de propiedad 10% 23% 30% 28% 10%

Ser oído públicamente con justicia por tribunales indepen-
dientes e imparciales

8% 24% 31% 26% 11%

Presunción de inocencia y recurso efectivo ante los tribunales 
nacionales

6% 20% 30% 29% 15%

Protección de la ley ante injerencias o ataques arbitrarios a la 
vida privada, honra y reputación

4% 19% 38% 26% 13%

Derecho a circular libremente y a elegir el país de su 
residencia

11% 36% 35% 14% 4%

Derecho a la nacionalidad 23% 35% 28% 12% 2%

Derecho a casarse y formar familia 22% 47% 23% 7% 1%

Libertad de pensamiento, conciencia y religión; libertad de 
opinión y expresión

26% 46% 19% 7% 1%

Libertad de reunión y asociación pacífica; derecho a partici-
par en el gobierno e igualdad de acceso a funciones públicas

13% 33% 31% 18% 5%

Seguridad social y satisfacción de derechos económicos, 
sociales y culturales

8% 30% 33% 22% 6%

Derecho al trabajo, libre elección de éste, salario por trabajo 
igual, sindicalización

11% 33% 36% 18% 2%
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obtenido sea igual o superior a 10 % e inferior a 20 ciento; y bajo, cuando el 
porcentaje de desconocimiento obtenido sea inferior a 10 %.

De esta manera, se agruparon los derechos en las siguientes categorías:

• Muy alto: Nivel de conocimiento positivo alto («muy bueno» y «bueno») y
nivel de desconocimiento bajo («poco» y «muy poco») inferior al 10 %.

• Alto: Nivel de conocimiento positivo alto («muy bueno» y «bueno») y nivel
de desconocimiento medio («poco» y «muy poco») igual o superior a 10 % e
inferior a 20 %.

• Medio alto: Nivel de conocimiento positivo medio («bueno» y «regular») y
nivel de desconocimiento bajo («poco» y «muy poco») inferior al 10 %.

• Medio: Nivel de conocimiento positivo medio («bueno» y «regular») y nivel
de desconocimiento medio («poco» y «muy poco») igual o superior al 10 % e
inferior al 20 %.

• Medio bajo: Nivel de conocimiento positivo medio («bueno» o «regular») y
nivel de desconocimiento alto («poco» o «muy poco») superior o igual al 20 %
e inferior al 30 %.

• Bajo: Nivel de conocimiento positivo bajo («regular» o «poco») y nivel de des-
conocimiento medio («poco» o «muy poco») igual o superior a 10 % e inferior
al 20 %.

• Muy bajo: Nivel de conocimiento positivo bajo («regular» o «poco») y nivel de

Tabla 2. Tabla de análisis del nivel de conocimiento sobre derechos humanos.

Conocimiento  
positivo alto

Conocimiento 
positivo medio

Conocimiento  
positivo bajo

Desconocimiento

Niveles de conocimiento Bueno/Muy bueno Bueno/Regular Regular/Poco Poco/Muy poco

Muy alto 50 % o más X < 10 % (Bajo)

Alto 50 % o más
10 % ≤ X < 20 % 

(Medio)

Medio alto 50 % o más X < 10 % (Bajo)

Medio 50 % o más
10 % ≤ X < 20 % 

(Medio)

Medio bajo 50 % o más 20 % ≤ X < 30 % (Alto)

Bajo 50 % o más
10 % ≤ X < 20 % 

(Medio)

Muy bajo 50 % o más 20 % ≤ X < 30 % (Alto)

Insuficiente 50 % o más 30 % ≤ X (Muy alto)
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desconocimiento alto («poco» o «muy poco») igual o superior a 20 % e inferior 
al 30 %.

• Insuficiente: Nivel de conocimiento positivo bajo («regular» o «poco») y nivel
de desconocimiento muy alto («poco» o «muy poco») igual o superior al 30 %.

Posteriormente, se elaboró una tabla para analizar los derechos, como se aprecia 
en la tabla 2. Luego, se elaboró una matriz en la que se vaciaron los datos, en orden 
a facilitar su análisis, como se puede apreciar en la tabla 3. Tanto la elaboración de la 
tabla como de la matriz de análisis permitieron categorizar los derechos de acuerdo a 

Tabla 3. Matriz de análisis del nivel de conocimiento sobre derechos humanos

Derecho
Nivel de conocimiento positivo Nivel de desconocimiento

Muy 
bueno

Bueno Regular Poco Total Poco
Muy 
poco

Total

Derecho a la vida, libertad, seguridad e igualdad en 
dignidad y derechos

39% 33% 72% 15% 2% 17%

Prohibición de la esclavitud, servidumbre y trata 
de esclavos; prohibición de torturas, tratos crueles, 
inhumanos y degradantes

39% 27% 66% 14% 2% 16%

Igualdad ante la ley, protección de la ley y prohibi-
ción de la discriminación

37% 35% 72% 12% 2% 14%

Prohibición de detención, apresamiento y destierro 
arbitrario

36% 25% 61% 25% 9% 34%

Derecho de propiedad 30% 28% 58% 28% 10% 38%

Ser oído públicamente con justicia por tribunales 
independientes e imparciales

31% 26% 57% 26% 11% 37%

Presunción de inocencia y recurso efectivo ante los 
tribunales nacionales

30% 29% 59% 29% 15% 44%

Protección de la ley ante injerencias o ataques 
arbitrarios a la vida privada, honra y reputación

38% 26% 64% 26% 13% 39%

Derecho a circular libremente y a elegir el país de su 
residencia

36% 35% 71% 14% 4% 18%

Derecho a la nacionalidad 35% 28% 63% 12% 2% 14%

Derecho a casarse y formar familia 47% 23% 70% 7% 1% 8%

Libertad de pensamiento, conciencia y religión; 
libertad de opinión y expresión

26% 46% 72% 7% 1% 8%

Libertad de reunión y asociación pacífica; derecho 
a participar en el gobierno e igualdad de acceso a 
funciones públicas

33% 31% 64% 18% 5% 23%

Seguridad social y satisfacción de derechos econó-
micos, sociales y culturales

30% 33% 63% 22% 6% 28%

Derecho al trabajo, libre elección de éste, salario por 
trabajo igual, sindicalización

33% 36% 69% 18% 2% 20%
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su nivel de conocimiento declarado por los estudiantes encuestados, como se aprecia 
en la tabla 4.

Realizando un análisis de estos resultados, de acuerdo a la categorización reali-
zada, es posible concluir que los esfuerzos deben focalizarse en la enseñanza de los 
derechos ubicados en las categorías «insuficiente», «bajo» y «medio bajo». De esta 
manera, el derecho que tendría el nivel de conocimiento más alto de acuerdo con la 
apreciación de la mayoría de los estudiantes «bueno» y «muy bueno» —el 72 %— es 
la «libertad de pensamiento, conciencia y religión y libertad de opinión y expresión». 
El nivel de desconocimiento es también bajo, pues entre quienes declaran conocer el 
derecho «poco» (7 %) o «muy poco» (1 %) alcanzan sólo el 8 %.

Respecto del «derecho a casarse y formar familia», la mayoría —el 70 %— consi-
dera que su nivel de conocimiento es «bueno» (47 %) o «regular» (23 %). La diferen-
cia entre quienes consideran su nivel de conocimiento como «muy bueno» es casi 
la misma que quienes lo consideran «regular», tal como se señalara anteriormente, 
correspondiendo al 22 %. En términos negativos, quienes conocen el derecho «poco» 
(7 %) o «muy poco» (1 %) suman sólo el 8 %.

Los derechos respecto de los cuales la mayoría de los estudiantes considera que su 
nivel de conocimiento es «bueno» o «regular» son: «derecho a la vida libertad, seguri-
dad e igualdad en dignidad y derechos», «prohibición de la esclavitud, servidumbre y 
trata de esclavos y prohibición de torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes», 
«derecho a circular libremente y a elegir el país de su residencia», «derecho a una na-
cionalidad», «igualdad ante la ley, protección de la ley y prohibición de la discrimina-

Nivel de conocimiento Derechos

Muy alto Libertad de pensamiento, conciencia y religión; libertad de opinión y expresión

Alto No hay derechos que calcen en esta categoría

Medio alto Derecho a casarse y formar familia

Medio
Derecho a la vida, libertad, seguridad e igualdad en dignidad y derechos / Prohibición de la esclavitud, ser-
vidumbre y trata de esclavos; prohibición de torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes / Igualdad 
ante la ley, protección de la ley y prohibición de la discriminación

Medio bajo
Libertad de reunión y asociación pacífica; derecho a participar en el gobierno e igualdad de acceso a fun-
ciones públicas / Seguridad social y satisfacción de derechos económicos, sociales y culturales / Derecho al 
trabajo, libre elección de éste, salario por trabajo igual, sindicalización

Bajo Derecho a circular libremente y a elegir el país de su residencia / Derecho a la nacionalidad

Muy bajo No hay derechos que calcen en esta categoría

Insuficiente

Prohibición de detención, apresamiento y destierro arbitrario / Derecho de propiedad / Ser oído públi-
camente con justicia por tribunales independientes e imparciales / Presunción de inocencia y recurso 
efectivo ante los tribunales nacionales / Protección de la ley ante injerencias o ataques arbitrarios a la vida 
privada, honra y reputación

Tabla 4. Proceso de categorización de los derechos humanos.

24



REVISTA PEDAGOGÍA UNIVERSITARIA Y DIDÁCTICA DEL DERECHO 
 VOL. 4 NÚM. 2 (2017) • PÁGS. 29-62

25

ción», «libertad de reunión y asociación pacífica y derecho a participar en el gobierno 
e igualdad de acceso a funciones públicas», «derecho al trabajo, libre elección de éste, 
salario por trabajo igual, sindicalización» y «seguridad social y satisfacción de dere-
chos económicos, sociales y culturales».

Estos derechos también presentan un nivel de desconocimiento menor al 20 %; 
en tanto, un total de 17 % considera que su nivel de conocimiento es «poco» (15 %) o 
«muy poco» (2 %) sobre el «derecho a la vida libertad, seguridad e igualdad en dig-
nidad y derechos». Por su parte, el 16 % declara conocer «poco» (14 %) o «muy poco» 
(2 %) respecto a la «prohibición de la esclavitud, servidumbre y trata de esclavos y 
prohibición de torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes». En cuanto a la 
«igualdad ante la ley, protección de la ley y prohibición de la discriminación», un 
total de 14 % de los estudiantes encuestados señala conocer «poco» (12 %) o «muy 
poco» (2 %). Respecto del «derecho a circular libremente y a elegir el país de su resi-
dencia», el 18 % considera que conoce «poco» (14 %) o «muy poco» (4 %) sobre este 
derecho. Sobre el «derecho a la nacionalidad», un total de 14 % considera conocer 
«poco» (12 %) o «muy poco» (2 %).

Una categoría intermedia son los siguientes derechos que, si bien tienen un nivel 
de conocimiento «bueno» o «regular», tienen un nivel de desconocimiento «poco» 
o «muy poco» superior o igual al 20 %. En esta categoría se encuentran la «libertad
de reunión y asociación pacífica y derecho a participar en el gobierno e igualdad de
acceso a funciones públicas», respecto del cual un total de 23 % de los estudiantes
encuestados tienen un conocimiento que califican como «poco» (18 %) o «muy poco»
(5 %). También el «derecho al trabajo, libre elección de éste, salario por trabajo igual
y sindicalización», donde el 20 % de los encuestados señala conocer «poco» (18 %) o
«muy poco» (2 %), lo que se condice con el conocimiento de los derechos de «segu-
ridad social y satisfacción de derechos económicos, sociales y culturales», en que el
28 % señala conocer «poco» (22 %) o «muy poco» (6 %) acerca de este derecho.

Por su parte, los derechos respecto de los cuales los estudiantes señalan poseer 
un nivel de conocimiento que califican como «regular» o «poco» son la «prohibición 
de detención, apresamiento y destierro arbitrario», el «derecho de propiedad», el de 
«ser oído públicamente con justicia por tribunales independientes e imparciales», 
la «presunción de inocencia y recurso efectivo ante los tribunales nacionales» y la 
«protección de la ley ante injerencias o ataques arbitrarios a la vida privada, honra y 
reputación».

Coincidentemente, estos derechos son aquéllos que también presentan un por-
centaje de desconocimiento superior al 30 %, considerando las categorías «poco» o 
«muy poco». Así, respecto a la «prohibición de detención, apresamiento y destierro 
arbitrario», el 34 % declara que su nivel de conocimiento respecto a este derecho es 
«poco» (25 %) o «muy poco» (9 %); en cuanto al «derecho de propiedad», el 38 % se-
ñala conocer «poco» (28 %) o «muy poco» (10 %) este derecho; sobre el derecho a «ser 
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oído públicamente con justicia por tribunales independientes e imparciales», el 37 % 
aprecia su conocimiento en las categorías «poco» (26 %) o «muy poco» (11 %); respec-
to a la «presunción de inocencia y recurso efectivo ante los tribunales nacionales», el 
44 % aprecia su conocimiento en las categorías «poco» (29 %) o «muy poco» (15 %); 
para la «protección de la ley ante injerencias o ataques arbitrarios a la vida privada, 
honra y reputación», el 39 % aprecia su conocimiento en las categorías «poco» (26 %) 
o «muy poco» (13 %).

Respecto a si, en opinión de los encuestados, en la Universidad de La Frontera se
enseña sobre el respeto de los derechos humanos, el 54,3 % señala que no, frente al 
45,7 % que afirma lo contrario (figura 5). La pregunta inmediatamente siguiente for-
mulada consistente en «¿si se ofertara un curso electivo de derechos humanos usted 
lo tomaría?». Una cifra casi similar (55,7 %) se manifiesta negativamente, tal como 
muestra la figura 6.

Esto no necesariamente constituye una contradicción, pues el abordaje en la for-
mación estudiantil en derechos humanos no ha de ser forzosamente a través de asig-
naturas electivas.

Frente a la pregunta 11, en que se les consulta a los estudiantes si consideran que 
las asignaturas de su carrera incorporan elementos de derechos humanos, el 62,4 % 
responde afirmativamente (figura 7). Le sigue la pregunta 12, en que se les pregunta 
si consideran que las siguientes unidades de la universidad le han entregado herra-
mientas respecto a los derechos humanos. Los estudiantes responden señalando que 
en mayor medida son las carreras, luego las facultades y finalmente la universidad, 
en ese orden de importancia decreciente, quienes entregan herramientas respecto a 
los derechos humanos. De todas maneras, la apreciación negativa es alta respecto a 
la universidad y a nivel de facultad («nada o casi nada»). Respecto de las carreras, las 
dimensiones «bastante o mucho» (34 %) y «algo» (32 %) suman 66 %, cifra cercana al 
62,4 % que respondió afirmativamente la pregunta anterior, tal como puede eviden-
ciarse en figura 8.

46+54
Figura 5. En su opinión, ¿en la UFRO se enseña 

sobre el respeto a los derechos humanos?

Sí 46%

No 54% 44+56
Figura 6. Si se ofertara un curso de derechos 

humanos optativo, ¿usted lo tomría?

Sí 44%

No 56%
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En otra categoría de preguntas, se consulta a los estudiantes sobre si se informan 
de la situación de los derechos humanos en el mundo (pregunta 13), contestando la 
mayoría, el 42 %, que «a veces» y el 30 % que «rara vez» (figura 9). En cuanto a los 
medios a través de los cuales se informan los estudiantes acerca de los derechos hu-
manos, se les pidió indicar los tres medios que utilizan de manera preferente entre las 
siguientes alternativas: revistas y libros especializados, diarios y revistas de carácter 
general, televisión y radio, internet, y ningún medio en particular. La primera prefe-
rencia es «internet», con el 65 %; la segunda es «televisión y radio», con el 52 %, y la 
tercera «diarios y revistas de carácter general» con el 57 %, tal como se puede apreciar 
en la figura 10.

Esta información es relevante para la toma decisiones en cuanto a las medidas 
remediales que debieran implementarse para enfrentar estos déficits en educación 
en derechos humanos. En dicho sentido, es necesario considerar que los estudian-
tes, por una parte, no se encontrarían dispuestos a tomar un electivo sobre derechos 
humanos, y por otra, que se informan principalmente a través de internet, de modo 
que sería eficiente utilizar dicho canal para impartir, por ejemplo, un curso en mo-
dalidad e-learning, motivado por incentivos diversos a los créditos, como que sea 
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imputado a horas extracurriculares o que traiga aparejada alguna certificación para 
los estudiantes.

Por otro lado, en la pregunta 15 se contienen cinco preguntas destinadas a cono-
cer la valoración del conocimiento en derechos humanos que poseen los estudiantes 
encuestados, correspondiendo a las siguientes preguntas: ¿cuánto valora usted el co-
nocimiento sobre los derechos humanos? ¿Considera importante invertir tiempo en 
la formación en derechos humanos? ¿Cree usted que es importante que el respeto a 
los derechos humanos se enseñe en la universidad? ¿Cree que es importante para su 
formación universitaria comprender conceptos sobre derechos humanos? ¿Cree que 
la formación sobre derechos humanos le ayudará a ser un mejor profesional? De las 
respuestas de los estudiantes, se percibe una amplia valoración del conocimiento en 
derechos humanos como elemento importante de su formación universitaria y pro-
fesional. El 72 % valora «bastante o mucho» el conocimiento sobre la temática, el 62 % 
considera «bastante o mucho» importante invertir tiempo en la formación en dere-
chos humanos, el 66 % cree importante para su formación universitaria comprender 
conceptos sobre derechos humanos y el 70 % cree que la formación en estas temáticas 
le ayudará a ser un mejor profesional, tal como se grafica en la figura 11.

Dentro de la batería de preguntas identificadas con el número 16, correspondien-
tes al grado de acuerdo de los estudiantes encuestados respecto de determinadas afir-
maciones referentes a temáticas de derechos humanos, se identifican tres grupos de 
preguntas:

• Aquéllas que dicen relación con afirmaciones provocadoras acerca de precon-
ceptos, prejuicios y caricaturizaciones que se tienen respecto de los derechos
humanos: «Los derechos humanos son aquellos que protegen sólo a las mi-
norías sexuales y los pueblos originarios»; «en Chile actualmente no hay pro-
blemas de derechos humanos. Eso es cosa del pasado y que lamentablemente

77%

5+19+77 8+31+62 6+28+665%

19%

¿Cree que es importante 
para su formación universi-
taria comprender conceptos 
sobre derechos humanos?

Figura 11. Valoración del conocimiento sobre derechos humanos.
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afecta a otros países»; «en algunas ocasiones es justificable que la policía viole 
los derechos de una persona si considera que ella tiene información relevante 
para aclarar un delito»; «los derechos humanos sólo le importan a la izquierda. 
Es un patrimonio político de ellos»; «los derechos humanos son una pérdida 
de tiempo».

• Afirmaciones referentes a las violaciones de derechos humanos durante la dic-
tadura cívico-militar: «Es necesario seguir investigando y juzgando a los res-
ponsables de las violaciones a los derechos humanos ocurridas en dictadura»;
«Chile requiere dar vuelta la página en el tema de los derechos humanos y
mirar hacia el futuro».

• Afirmaciones respecto a las medidas de reparación: «Las medidas de repara-
ción sólo constituyen una forma que tienen las personas de aprovecharse del
Estado y sacar ventajas»; «es injusto que, si uno es pobre y no mapuche o su
familia no sufrió violencia política, no tenga las mismas oportunidades».

El análisis de las respuestas entregadas frente a esta pregunta se realizará siguien-
do esta categorización, de manera que, respecto de las afirmaciones contenidas en el 
primer grupo, la mayoría de los estudiantes no comparten algunos prejuicios y cari-
caturizaciones que se afirman sobre los derechos humanos, como que sólo protegen 
a las minorías sexuales y los pueblos originarios (83 %); que en Chile actualmente no 
hay problemas de derechos humanos, son cosa del pasado y que lamentablemente 
afecta a otros países (85 %); que los derechos humanos sólo le importan a la izquierda 
y son patrimonio político de ellos (75 %), o que son una pérdida de tiempo (90 %). 
Llama la atención que sólo el 60 % señala estar «muy en desacuerdo o en desacuer-
do» con la afirmación de que «en algunas ocasiones es justificable que la policía viole 
los derechos de una persona si considera que ella tiene información relevante para 
aclarar un delito». Esto contrasta con el conocimiento declarado respecto a la «pro-
hibición de la esclavitud, servidumbre y trata de esclavos y prohibición de torturas, 
tratos crueles, inhumanos y degradantes», donde la mayoría (66 %) de los estudiantes 
considera que su nivel de conocimientos es «bueno» (39 %) o «regular» (27 %), y sólo 
el 16 % declara conocer «poco» (14 %), o «muy poco» (2 %).

Respecto a las afirmaciones referentes a las violaciones de derechos humanos du-
rante la dictadura cívico-militar, la mayoría (61 %) de los estudiantes también señalan 
estar de acuerdo o muy de acuerdo con la afirmación de que «es necesario seguir 
investigando y juzgando a los responsables de las violaciones a los derechos huma-
nos ocurridas en dictadura». El porcentaje de mayoría (59 %) es coherente con el 
desacuerdo respecto a la afirmación de que «Chile requiere dar vuelta la página en 
el tema de los derechos humanos y mirar hacia el futuro». Estas respuestas se deben 
analizar junto con las dadas respecto de las afirmaciones, consideradas al final de la 
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encuesta, sobre la justificación de la comisión de violaciones a los derechos humanos 
en el contexto sociopolítico del año 1973: «En el contexto sociopolítico del año 1973 
no se justificaba violar los derechos humanos bajo ninguna circunstancia», la mayoría 
(72 %) señala su acuerdo con la afirmación. Destaca eso sí que una cifra no despre-
ciable (28 %) manifiesta su desacuerdo. En cuanto a la afirmación: «Dado el contexto 
sociopolítico del año 1973, resultó necesario violar los derechos humanos de algunas 
personas para alcanzar un bien mayor», una amplia mayoría (91 %) se manifiesta en 
desacuerdo.

En el tercer grupo de afirmaciones, las cuales se refieren a las medidas de repara-
ción, hay varias cosas interesantes. Si bien la mayoría (46 %) se manifiesta «en des-
acuerdo o muy en desacuerdo» respecto a la afirmación de que éstas «sólo constitu-
yen una forma que tienen las personas de aprovecharse del Estado y sacar ventajas», 

12+27+61 59+26+15 60+29+1112%

27%

61%

Las medidas de reparación 
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política no tenga las 
mismas oportunidades.
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Es necesario seguir 
investigando y juzgando 
a los responsables de las 
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Figura 12. Grado de acuerdo respecto de afirmaciones sobre derechos humanos.
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es interesante el hecho de que un porcentaje de similar relevancia (44 %) no se ma-
nifiesta «ni de acuerdo, ni en desacuerdo». Del mismo modo, la frase provocativa «es 
injusto que si uno es pobre y no mapuche o su familia no sufrió violencia política no 
tenga las mismas oportunidades», generó como reacción que la mayoría (58 %) de los 
encuestados se manifiesta «de acuerdo o muy de acuerdo», haciendo referencia a lo 
que se manifestaba sobre ciertas becas, como la beca Valech o Indígena, respecto de 
la cual resulta interesante que, al tratarse de tópicos que «afectan» de manera directa 
a los estudiantes, la reacción puede llegar a ser opuesta a lo declarado. Los porcentajes 
se pueden apreciar en el figura 12.

Por su parte, la pregunta 17 hace referencia a si los estudiantes encuestados creen 
que en Chile se protege determinados derechos, con la intención de conocer su apre-
ciación respecto de la protección de once derechos, a saber: la vida, la libertad, la 
seguridad, el derecho a un juicio justo, el derecho a participar en las decisiones de go-
bierno, el derecho a la renta y el respeto de derechos laborales, el derecho a la salud y 
al bienestar, el derecho a la educación, el derecho a la vivienda, la libertad de opinión 
y expresión, y la libertad de reunión y manifestación pacífica. Entre los resultados ob-
tenidos para esta pregunta, sorprende verificar que los derechos a la seguridad, a un 
juicio justo, a participar en las decisiones de Gobierno, a la renta y el respeto de los de-
rechos laborales, a la salud y el bienestar, y el derecho a la educación, se entienden por 
el 50 % o más de los encuestados como no protegidos, según se aprecia en la figura 13.

En otra categoría, la pregunta 18 contiene tres afirmaciones respecto de las cuales 
los estudiantes encuestados deben indicar su grado de acuerdo, consultándoles sobre 
el respeto de los derechos de los pueblos originarios, a través de la afirmación «en la 

Participar en las decisiones de Gobierno
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660+340=66% 34%

470+530=47% 53%

420+580=42% 58%
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La vida

150+150=Sí No

Figura 13. ¿Se protegen los siguientes derechos en Chile?
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UFRO se respetan los derechos de los pueblos originarios», respecto de la cual el 74 % 
se manifiesta «de acuerdo o muy de acuerdo», seguida del 22 % que señala no estar 
«ni de acuerdo ni en desacuerdo» y una postura minoritaria del 4 % que señala estar 
«muy en desacuerdo o en desacuerdo». Por su parte, sobre la afirmación «en Chile se 
respetan los derechos de los pueblos originarios», las opiniones de los estudiantes se 
encuentran muy divididas, ya que la opinión mayoritaria (38 %) se manifiesta «muy 
en desacuerdo o en desacuerdo», seguido del 34 % que señala no estar «ni de acuerdo 
ni en desacuerdo», y finalmente una postura minoritaria (28 %) que señala estar «de 
acuerdo o muy de acuerdo». Por último, respecto de la afirmación «en la región de 
La Araucanía se respetan los derechos de los pueblos originarios», la mayoría, que 
corresponde al 36 %, señala no estar «ni de acuerdo ni en desacuerdo», y las posturas 
extremas «de acuerdo o muy de acuerdo» y «muy en desacuerdo o en desacuerdo» se 
encuentran empatadas en 32 %, tal como se evidencia en el figura 14.

Por último, en la pregunta 19 se consulta sobre la apreciación de los estudiantes 
respecto de la justificación en la comisión de violaciones a los derechos humanos 
en el contexto sociopolítico del año 1973, a través de dos afirmaciones respecto de 
las cuales debían indicar si estaban de acuerdo o en desacuerdo. Así, respecto de la 
afirmación «en el contexto sociopolítico del año 1973 NO se justificaba violar los de-
rechos humanos bajo ninguna circunstancia», el 72 % de los estudiantes encuestados 

Figura 14. Derechos humanos de los pueblos originarios.
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Figura 15. ¿Está de acuerdo con las siguientes afirmaciones?
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señala estar de acuerdo, mientras que el 28 % —cifra no despreciable— se manifiesta 
en desacuerdo. En cuanto a la afirmación «dado el contexto sociopolítico del año 
1973, resultó NECESARIO violar los derechos humanos de algunas personas para al-
canzar un bien mayor», un amplio 91 % se manifiesta en desacuerdo, como se muestra 
en el figura 15.

Reflexiones finales

Desde el retorno a la democracia, Chile sostenidamente ha avanzado en el recono-
cimiento de los derechos humanos, de modo que, desde el año 1990, nuestro país ha 
sido bastante proactivo en la suscripción de tratados internacionales y ha avanzado 
en forma sostenida y significativa en el aseguramiento y vigencia de los derechos 
para todos sus ciudadanos, lo que significa un gran esfuerzo para el Estado, en tanto 
el desarrollo de valores democráticos se encuentra directamente vinculado con la 
implementación de políticas públicas que buscan garantizar estos derechos, ya que 
«reconocimiento y respeto supone empoderar a la ciudadanía, partiendo con una de-
finición clara de sus derechos y la forma como hacerlos efectivos» (PNUD, 2014: 181).

Así, «en términos comparados y de acuerdo con indicadores internacionales, se 
ha avanzado fuertemente en garantizar el derecho al trabajo, la educación, la salud y 
el acceso a condiciones básicas de vida» (PNUD, 2014: 181). La garantía de estos dere-
chos necesariamente incluye preparar a los ciudadanos para que enfrenten de manera 
exitosa los desafíos democráticos y la vida cívica, labor que comprende fundamen-
talmente a las instituciones de enseñanza, respecto de las cuales la universidad tiene 
un papel preponderante, sobre todo si se considera que a partir del año 2016 comen-
zó a regir la gratuidad universitaria respecto de ciertas instituciones de educación 
superior, quienes tienen un rol social que cumplir al recibir estudiantes de diversos 
sectores económicos, en su mayoría la primera generación de sus respectivas familias 
en tener acceso a la educación superior.

De este modo, la responsabilidad del Estado no se agota con la suscripción de tra-
tados y otros instrumentos, pues quedan bastantes temas por abordar (véase INDH, 
2015), entre ellos, la implementación de la educación en derechos humanos, necesaria 
para formar ciudadanos comprometidos con el respeto, promoción y protección de 
los mismos, y como se puede apreciar de lo descrito en este trabajo, para formar ciu-
dadanos comprometidos con el sistema democrático, en tanto el fenómeno de la alta 
abstención electoral también forma parte del déficit causado por la falta de educación 
en derechos humanos. Dentro de los resultados obtenidos, uno de los más interesan-
tes dice relación con que el 73 % de los estudiantes encuestados considera que en Chi-
le no se protege el derecho a participar en las decisiones de gobierno, de modo que 
al no conocer los derechos, se tiende a pensar que ellos no están siendo protegidos.
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De esta manera, se hace necesario que la educación secundaria entregue herra-
mientas básicas mínimas en materia de respeto a los derechos humanos y los va-
lores democráticos, para que posteriormente sea la educación universitaria la que 
profundice los conocimientos y valores ya adquiridos, a través de la correlación con 
las carreras de pregrado que escojan los estudiantes, ya que es innegable frente a los 
resultados del presente estudio que los estudiantes ingresan a la universidad no po-
seen estos conocimientos mínimos.

El estudio arroja luces sobre cómo los estudiantes que ingresan a primer año en la 
Universidad de La Frontera califican su nivel de conocimiento en derechos humanos 
y reaccionan frente a afirmaciones que relacionan tópicos de derechos humanos con 
el ejercicio de ciertos derechos políticos. Para ello, se analizaron los cambios en el 
currículum de formación ciudadana, la importancia de la formación ciudadana, es-
pecíficamente en derechos humanos y la alta abstención electoral como consecuencia 
—al menos remota— a la que contribuye, en parte, la formación cívica insuficiente.

Los resultados nos permiten concluir que a pesar de que los estudiantes al termi-
nar la educación media debiesen ser capaces de conocer los principales fundamentos 
e instituciones de la democracia, comprender qué son los derechos Humanos y qué 
rol desempeñan en un Estado democrático, relacionándolo con la participación ciu-
dadana y sus elementos, los cambios en el currículum de formación ciudadana no 
han permitido que los estudiantes —al menos aquéllos que ingresan a primer año a 
la Universidad de La Frontera— logren eficientemente los objetivos formativos míni-
mos en el área de educación en derechos humanos, entendiendo esto como el cono-
cimiento de aquéllos reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948. Esta situación es preocupante, toda vez que si bien las causas del abstencio-
nismo electoral son múltiples y afectan a todos —aunque en mayor medida a los jó-
venes—, la literatura citada demuestra una relación directa entre la formación cívica 
y la participación ciudadana en su componente más importante, como es la parti-
cipación electoral, de modo que implementándose una real educación en derechos 
humanos ésta tendrá, sin lugar a dudas, una incidencia positiva en este indicador.

Finalmente, insistimos en que resulta en extremo preocupante la opinión que tie-
nen los estudiantes respecto a la pregunta de si creen que en Chile se protege el de-
recho a «participar en las decisiones de gobierno», en el cual, como hemos reiterado, 
el 73 % de los encuestados manifestó en forma negativa, la cual es lejos la más alta de 
todas, seguida por el derecho a la renta y el respeto de los derechos laborales con el 
61 %, lo que relacionado con la categorización «libertad de reunión y asociación pací-
fica y derecho a participar en el gobierno e igualdad de acceso a funciones públicas», 
que aparece calificado con un nivel de conocimiento «medio bajo», lleva a deducir 
que los estudiantes, al desconocer el contenido de este derecho, desconocen tam-
bién la existencia de protección y promoción del mismo, lo que puede ser una causa 
para no ejercerlo (abstención electoral), lo cual patente la necesidad de establecer a 
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la participación ciudadana como derecho fundamental, principio constitucional y fin 
del Estado, constituyendo un respaldo a la legitimidad de los gobernantes y una for-
ma de hacer frente a los procesos de movilización ciudadana que exigen una mayor 
participación en las decisiones (Morales, 2016b), de modo que con mayor y mejor 
formación ciudadana, se logrará mayor participación y que aquellos derechos por los 
que tantos luchan y han luchado logren ser «una verdad evidente» para todas y todos.
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